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Introducción

El estudio de los conflictos socioambientales en las zonas urbanas es un tema recurrente en las actividades de docencia y en las investigaciones realizadas por los/las estudiantes de a la Maestría en Estudios Socioambientales de FLACSO- Ecuador. Por eso, desde el año 2011, con el fin de orientar y organizar de mejor manera estas investigaciones, hemos fortalecido la línea de investigación en ecología urbana, promoviendo estudios que nos sirvan para entender mejor el complejo metabolismo de la ciudad de Quito. 
Bajo este marco, actualmente se encuentran en desarrollo investigaciones sobre el desempeño ambiental de las industrias de alto impacto, la intrincada red que se teje en torno a la producción y gestión de los residuos sólidos urbanos, la función ecológica de las áreas verdes urbanas, los factores que fortalecen o ralentizan las iniciativas de agricultura urbana orgánica, entre otros. Aunque de modo individual estos trabajos dan visiones parciales del sistema urbano, en conjunto nos permiten comprender de manera más fina, con base en información empírica generada desde el espacio académico, las interacciones entre sociedad y ambiente en las zonas pobladas por humanos, y aportar con ideas y análisis que permitan construir una ciudad más amigable y vivible.

Es sobre una de estas investigaciones que versa esta comunicación para el Primer Congreso Latinoamericano de Ecología Urbana. Se trata de los primeros resultados de la investigación orientada a conocer y explicar el desempeño ambiental de las empresas e industrias de alto impacto que operan en el Distrito Metropolitano de Quito, y cuyo objetivo final es el de entender qué es necesario para que estas instituciones tengan un mejor desempeño ambiental.

Esta investigación es pertinente en tanto la mejora del desempeño ambiental reviste cada vez mayor interés para las empresas e industrias, sean extractivas, manufactureras o prestadoras de servicios. Entre las razones para mejorar el desempeño ambiental, además del evidente impacto positivo en el medio ambiente, se cuentan: el valor agregado que un sello verde o certificación ambiental puede otorgar a un producto en los mercados locales, nacionales e internacionales; el cumplimiento de las normativas (cada vez más estrictas en este aspecto) y la consiguiente elusión de las multas; la disminución o impedimento de la aparición de otras fuentes de presión social (activistas, comunidades); y/o la mera satisfacción de una ética personal o colectiva de los propietarios o accionistas, entre otras.

Uno de los aspectos que nos interesa conocer es, precisamente, cuáles son los factores que, en el contexto de Quito, promueven la mejora del desempeño ambiental de las empresas e industrias. Las industrias son parte fundamental del metabolismo de la ciudad y, por lo tanto, espacios prioritarios para generar mecanismos de retroalimentación que conduzcan a tener ciudades más sostenibles. Es un trabajo novedoso pues poco o nada es lo que sabemos sobre estos procesos en la ciudad; el Municipio no ha investigado de forma sistemática y crítica sus actuaciones y, de modo general, existen pocos estudios sobre estos temas a nivel del Ecuador (Albornoz, 2009; Duque, 2003; Duque et al., 2002; Páez, 2003). 

De forma específica, analizaremos la relación entre el regulador de la contaminación en Quito (el Municipio) y las empresas e industrias de alto impacto. A partir de la base de datos de monitoreo de estas industrias (el llamado Sistema de Información Ambiental Distrital, SIAD), estudiamos el cumplimiento de la normativa a partir del año 2005. Añadimos algunas informaciones obtenidas de la revisión de los expedientes individuales de 52 industrias textiles, entrevistas a gestores, técnicos, e industriales, y observaciones participantes y no participantes en la Secretaría de Ambiente y en espacios de negociación de las normativas ambientales municipales.

Entre otros aspectos, encontramos fuertes contradicciones entre la normativa vigente y las actuaciones del Municipio y de las industrias. Esto nos lleva a cuestionar la eficiencia que el actual sistema de comando y control tiene para mejorar la calidad del ambiente, y a proponer la necesidad de complementar el comando y control con medidas más asociadas con los incentivos, construcción de comunidades de conocimiento, asociacionismo con entes generadores de tecnología, aumento de la presión social, etc.

Entre otras cuestiones nos preguntamos: ¿qué es necesario para que esta situación cambie hacia otra en la que todos ganen, y alcanzar el Buen Vivir en la ciudad de Quito? ¿Qué es necesario para que las empresas e industrias de alto impacto mejoren su desempeño ambiental? ¿A qué responde la débil actuación del Municipio ante la contaminación de las empresas e industrias de alto impacto? ¿Cómo interactúan factores como la difusión y adopción de tecnologías, los aspectos económicos, la presión social, la política, la cultura, el territorio, etc.?

Dividimos la presentación en tres partes. En primer lugar explicamos de forma resumida el funcionamiento del sistema de regulación de empresas e industrias de alto impacto en Quito; en segundo lugar presentamos los resultados del análisis de los monitoreos de esas empresas e industrias entre los años 2005 y 2009; y finalmente, aventuramos algunas conclusiones preliminares, pero sobre todo las preguntas que nos hacemos para continuar con la investigación

1. El control de la contaminación en Quito

En Quito, el encargado de generar políticas públicas y normativas que reglamenten y permitan el control de la contaminación es el Municipio. Desde la década de 1990 esta entidad ha promulgado diferentes regulaciones, entre las que se incluyen las que norman el desempeño ambiental de las empresas e industrias de alto impacto. La ordenanza vigente es la 0213, denominada "De la Prevención y Control del Medio Ambiente”, expedida en el 2007, y que es el resultado de aproximadamente 15 años de análisis y modificaciones a ordenanzas previas (Municipio de Quito, 2007). La norma contiene sanciones más severas que sus predecesoras, y también expresa con mayor claridad los deberes de regulador y regulados. Cuenta con unas Normas Técnicas para la Aplicación (Municipio de Quito, 2008b). 

En relación con las industrias de alto impacto, esta ordenanza está orientada sobre todo a evaluar su desempeño "al final del tubo”: producción de descargas líquidas, emisiones al aire, residuos sólidos y ruido. Para las descargas líquidas, las emisiones al aire y el ruido hay unos estándares, mientras que para los residuos solamente se toman datos y no hay todavía "límites permisibles". Ni en la Ordenanza 0213 ni en su Norma Técnica para la Aplicación se incluye alusión alguna en relación con otros aspectos del desempeño ambiental, como la provisión de materias primas, los procesos extractivos o de transformación, o la calidad de los servicios.

Los mecanismos de monitoreo, evaluación, control y sanción siguen un complejo protocolo que incluye a varios actores. De modo general, el proceso es el siguiente: la Secretaría de Ambiente del Municipio de Quito registra y clasifica a todas las empresas e industrias de la ciudad en "bajo impacto" o "alto impacto". Esta primera clasificación determina el tipo de seguimiento que se les dará. 

Cuando una empresa o industria es clasificada como de alto impacto, debe, por medio de un Consultor Ambiental externo, elaborar una Auditoria Ambiental Inicial y un Plan de Manejo Ambiental (PMA) en el que se analice su situación actual (o se planifique su futuro cuando son empresas que están siendo creadas), y se planteen las acciones a seguir para cumplir con la normativa. De modo obligatorio, este PMA incluye la realización de monitoreos trimestrales de las emisiones de gases, descargas líquidas, ruido y residuos sólidos.

Luego, la Secretaría de Ambiente designa a una Entidad de Seguimiento (ES), para que haga el seguimiento del cumplimiento de la Ordenanza 0213 y la fiscalización del cumplimiento de las acciones planteadas en el PMA. En el caso de los análisis de descargas líquidas, emisiones al aire, y ruido, estos son hechos por Laboratorios certificados contratados por las empresas e industrias, que envían los resultados a la ES para su evaluación e inclusión en un informe general que envía a la Secretaría de Ambiente. Los resultados de los Laboratorios son incluidos en una base de datos llamada Sistema de Información Ambiental Distrital (SIAD), diseñada para poner a disposición de la población información sobre el estado de las distintas industrias y empresas.

En caso de incumplimiento de cualquier aspecto del Plan de Manejo Ambiental, la Secretaría realiza un Informe de Cumplimiento del Regulado (ICRE), que inmediatamente conlleva la apertura de un expediente en la Comisaría Ambiental Municipal. A partir de ese momento, y según los documentos de descargo que presente la empresa en una primera citación, el comisario puede establecer un nuevo plazo para el cumplimiento, sancionar con multas económicas, o incluso ordenar el cierre de la empresa o industria.

Si la empresa no está conforme con la multa, puede apelar a la Procuraduría Metropolitana, que tendrá la última palabra. 

Adicionalmente a los controles programados trimestralmente, la Secretaría de Ambiente puede realizar acciones de Control Público: visitas sorpresa a las empresas e industrias, para controlar la contaminación generada. 

2. El desempeño ambiental de las empresas e industrias de alto impacto de Quito a partir de los datos del SIAD (2005-2009)

Desde el año 2005 se monitorea permanentemente las emisiones al aire, descargas líquidas, residuos sólidos (y recientemente ruido) de 755 industrias de alto impacto registradas en el Distrito Metropolitano de Quito. Esta información es incluida en el Sistema de Información Ambiental Distrital (SIAD).

Para el análisis de los datos de estos monitoreos, hemos agrupado a estas empresas e industrias de acuerdo con la tercera versión del Código Industrial Internacional Uniforme (CIIU-3), tal como ha sido reportado por las empresas e industrias. Hemos considerado las categorías del CIIU hasta el nivel de “Grupos” (tres cifras), para evitar una especificidad que dispersaría demasiado la muestra.
 Al final, las 755 empresas e industrias representan 81 Grupos.
El análisis de esta base de datos en el periodo 2005-2009 arroja diversos resultados. 

Se observa que cada vez hay más regulados registrados y, de modo general, una tendencia a que el porcentaje de regulados que cumple con la norma sea mayor. Sin embargo, en número absolutos, estos datos están lejos de ser satisfactorios, sobre todo cuando se realiza un análisis sectorial que desagrega a los 755 regulados.

La mayor cantidad de empresas/industrias está en el Grupo de “Venta al por menor de combustibles para automotores”, con 121 regulados. Le sigue el Grupo de “Cultivos en general; cultivos de productos de mercado; horticultura”, con 66 regulados, el de “Hilatura, tejedura y acabado de productos textiles”, con 52 regulados, y el de “Fabricación de otros productos químicos” con 42 regulados. Los demás Grupos no superan los 30 regulados. Estos datos dan una idea de la intensidad de las actividades (número de empresas en cada sector), aunque son poco valiosos para efectos de política ambiental si no se la contrasta con los datos de cumplimiento. 
En cuanto a las emisiones al aire, de los 325 regulados monitoreados en el año 2009 (y repartidos en 59 Grupos), se observa un mayor cumplimiento; en muy pocos se detecta un mayor incumplimiento total o parcial. 
Una situación muy diferente se aprecia en relación con las descargas al agua en el mismo año 2009, en el que se incluyen datos de 444 regulados. En algunos Grupos, como el de “Venta al por menor de combustibles para automotores”, el porcentaje de cumplimiento es muy alto, mientras en muchos otros, con menos regulados, el incumplimiento a veces es casi total. Por ejemplo, de los 42 regulados para descargas líquidas en el Grupo de “Hilatura, tejedura y acabado de productos textiles” del año 2009, solo tres cumplen la norma; así, más del 90% de industrias del tradicional (y poderoso) sector textil incumplen con la normativa y, paradójicamente, sobre éstas se ejerce muy poca presión. Incluso dentro de este sector se observan irregularidades en relación con las compañías específicas que sí son controladas. Mientras tanto, el control de sectores como las gasolineras ha sido muy intensivo.

De este modo, si se toman juntos los datos de toda la base en relación con las descargas líquidas, éstos pueden hasta cierto punto resultar engañosos, pues si bien hay un 51% de cumplimiento (que ya es poco), en realidad esto no es representativo para los diferentes sectores; algunos sectores que ocasionan severos impactos, como el textil, tienen un gran incumplimiento. 

En cuanto a los Controles Públicos (los realizados de forma sorpresiva por la Secretaría de Ambiente), y a la apertura de ICRE (expedientes de incumplimiento), ambos tienden al aumento con el tiempo, pero esto no se ve reflejado en una mejora del cumplimiento, menos aún cuando se observan pocas sanciones. Se observa un Municipio más activo en los controles públicos a partir del 2008, pero por otro lado no se observan sanciones.

3. Cuando falla el regulador

El análisis del SIAD da resultados poco satisfactorios sobre el desempeño de las empresas e industrias, así como sobre la gestión municipal y la eficiencia de la normativa vigente. Si bien en relación con las décadas de 1980 y 1990 existe un avance (mayor conciencia y un aparato legal para el control de la contaminación), y si bien una minoría de industrias han incorporado las buenas prácticas ambientales como política empresarial (disminuyendo, gracias a dispositivos tecnológicos o reingeniería de procesos, la contaminación del aire y de los cuerpos de agua de la ciudad), en general es cuestionable la eficiencia del comando y control por sí solo para la mejora del desempeño ambiental. 

La normativa y sus instrumentos de aplicación vigentes responden a una concepción de que lo ambiental se consigue únicamente a través de un Estado que vigila y castiga, más que de uno que enseña y estimula, lo cual ha resultado inocuo. Aparte de unos pocos "premios al desempeño" otorgados hasta el año 2008 (Municipio de Quito, 2008a), política que fue suspendida por la nueva administración, y de unas ridículas exenciones previstas en la ley cuando existe cumplimiento, casi nada se ha hecho por incentivar un mejor desempeño ambiental, por ejemplo mediante comunidades de aprendizaje, redes de conocimiento, o estrategias similares que operen de forma sostenida en el tiempo, ni mediante incentivos (tributarios por ejemplo, o de importación) para el desarrollo o adquisición de tecnologías más limpias. Se destinan algunos fondos a proyectos específicos, a veces con fondo de los organismos multilaterales, pero que operan de forma desarticulada y en el corto plazo.
La normativa de 2007 contempla incluso el cierre de las industrias que continúen incumpliendo la normativa en el año 2010, pero más que proceder de acuerdo con la ley (pues la verdad nadie quiere cerrar industrias en una ciudad como Quito), se está pensando en cambiarla, lo cual ilustra que la estrategia no ha sido la adecuada. Un ejemplo específico de la laxitud e ineficiencia del accionar del regulador aparece tras la revisión de los expedientes físicos de las industrias textiles. Hay textileras que desde el 2005 carecían de plantas de tratamiento, e incluso hasta el año 2010 continuaban descargando sus aguas residuales a la red pública de alcantarillado. Cuando la Comisaría Ambiental les ha solicitado documentos de descargo, generalmente la estrategia de estas industrias ha sido la de plantear nuevas actividades en su PMA, consiguiendo que se postergue el control de la contaminación, pero no que se remedie. El PMA y el seguimiento a las actividades planteadas en el mismo, cuyo objetivo es el de ser un instrumento de seguimiento de una transición, se ha convertido más bien en una forma de escapar a las sanciones. Y cuando esto se agote como estrategia, es previsible una modificación de la ley.
A mejorar el desempeño tampoco ayuda la limitada concepción del alance de "desempeño ambiental" en la Ordenanza 0213, que no considera las materias primas, los procesos y los servicios como puntos importantes. Del mismo modo, es impreciso que todos los sectores catalogados como "de alto impacto" tengan los mismos parámetros de control y los mismos límites máximos permisibles.
A la poca presión-pública-real se suma una no-presión-social por parte de asociaciones, universidades, comunidades, organizaciones no gubernamentales, u otras instituciones y movimientos sociales. Aunque parezca una ironía, sectores como la industria textil no han sufrido mayores presiones sociales desde las décadas de 1950 y 1960, cuando el movimiento obrero reivindicaba derechos laborales. Actualmente las industrias venden una imagen de "verde", "ecológico", etc., pero nadie es capaz de certificarlo, y parecería que tampoco a nadie le interesa.
Los mismos empresarios e industriales demuestran poco interés en mejorar su desempeño ambiental; invierten en lobby, en propaganda, y cooptan permanentemente el término "ambiental" para vender una imagen verde, pero sus discursos no se corresponden con sus actuaciones. El discurso ambientalista ha sido incorporado solamente como políticamente correcto, pero no integrado mediante prácticas; no existe una noción sobre las ventajas comerciales y competitivas que un buen desempeño ambiental podría traer, con excepciones en las empresas orientadas a la exportación y reguladas por estándares internacionales. Distintos programas de mejora tecnológica, impulsados desde la década de 1990 por bienintencionadas corporaciones y organizaciones no gubernamentales, como OIKOS, no han conseguido mejorar significativamente el desempeño.
La actitud de los sectores industriales ha sido más bien la de construir opacidad en torno a su desempeño ambiental. Por ejemplo, en el año 2000 se creó el Centro Ecuatoriano de Producción Más Limpia (CEPL), muy asociado con los intereses industriales, y que estaba destinado a articular iniciativas de varios tipos, incluidas de transferencia de conocimiento. Pero tras más de un año de investigación no hemos podido encontrar información sobre la misma, una oficina, representante, informes, etc., y continúa siendo una institución tan enigmática como al principio. Es difícil conocer de su trabajo, aún cuando ha recibido del Municipio apoyos económicos para actividades de mejora ambiental.
Estas constataciones (y otras no desarrolladas aquí por falta de espacio), nos llevan a la necesidad de pensar en otras estrategias que permitan la continuidad de la actividad productiva sin que esto afecte al ambiente. Algunas preguntas que es necesario plantear para situar estas estrategias y no volverse a equivocar son: ¿Es recomendable el comando y control cuando en realidad el Municipio quiere proteger a los industriales, que son un motor económico? ¿Están los industriales presionando mediante amenazas de migración de sus industrias a otros cantones del país, o incluso a otros países, donde la normativa sea más laxa? ¿Tiene el Municipio la capacidad para gestionar la fiscalización del desempeño ambiental o debe continuar tercerizando el seguimiento, con las dudas que esto ocasiona en torno a la transparencia y legitimidad del proceso? ¿Qué es necesario para que las industrias internalicen los costos de contaminación y al mismo tiempo se apropien del valor agregado que un buen desempeño ambiental tiene? ¿Qué es necesario para que las industrias mejoren su percepción de que las ideas ambientalistas son un obstáculo para su quehacer y su desarrollo económico? ¿Cómo mejorar los mecanismos de información a la sociedad, y los espacios de presión social sobre las industrias para que mejoren su desempeño ambiental? ¿Qué variables impiden la innovación tecnológica y cuáles la potencian? ¿Qué papel puede jugar la región, a través de organismos como UNASUR, para facilitar la movilidad de tecnologías sostenibles y limpias? ¿Cómo cambiar a normativas sectoriales de desempeño ambiental para los diferentes grupos de empresas e industrias de alto impacto, reconociendo que las condiciones de cada sector son totalmente distintas? ¿Cómo ampliar la concepción de desempeño ambiental hacia una más sistémica, que incluya las materias primas, los procesos y la calidad de los servicios?

Cualesquiera sean las respuestas, y aunque resulten parciales o inaplicables en el corto plazo, es indudable que éstas deben tender a terminar con la visión maniquea de la relación dicotómica entre industrias y ambiente, y ayudar a construir un paradigma en el cual ambas se beneficien del buen desempeño ambiental. En definitiva, construir procesos que generen una disonancia cognitiva en los actores más resistentes de ambas tendencias. En este sentido, la pregunta "¿Qué es necesario para hacerlo mejor?" crea un marco que cambia el lugar de reacción por uno de proposición. Se trata de situar la idea de que la producción más limpia es un instrumento para conseguir eficiencia ambiental, buen desempeño ambiental y alcanzar una situación en la que todos ganan. Se trata de poner en práctica la idea de que el buen desempeño ambiental no solo construye paisajes de bienestar, sino que aumenta la competitividad. Eso es un desafío para la construcción de mejores ciudades en América Latina.
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� En el CIIU, el nivel más amplio es el de “Categoría”, representado por una letra. Por ejemplo, la letra D agrupa la “Industria manufacturera”. Dentro de las categorías hay “Divisiones”, que es un código de una letra y dos cifras; por ejemplo, el D17 corresponde a “Fabricación de productos textiles”. Luego vienen los mencionados “Grupos”, que son códigos de una letra y tres cifras, tales como D171 (Hilatura, tejedura y acabado de productos textiles). Hasta aquí hemos segregado nuestra muestra. Luego están las “Clases”, de cuatro cifras (como 1711, Preparación e hilatura de fibras textiles; tejedura de productos textiles). Luego hay especificidades mayores para los productos concretos, que son de cinco y seis cifras, tales como: 1711.0 (Preparación de fibras textiles); y 1711.00 (Devanado y lavado de seda).





1

